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PALACIO LEGISLATIVO, A 26 DE FEBRERO DE 2021. 

 

Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario Judicial de 

la Federación correspondientes al mes de febrero de 2021. 

 

En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 

febrero de 20211, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 

Unidad de Evaluación y Control: 

 

RESPONSABILIDADES, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS   

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

FACULTADES DEL INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 

Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES (INAI). LAS EJERCIDAS AL IMPONER SANCIONES 

ECONÓMICAS, DERIVADO DE LA DENUNCIA PRESENTADA POR UN PARTICULAR, SON 

REGLADAS Y NO DISCRECIONALES. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN  

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. NO PROCEDE OTORGARLA RESPECTO DE 

MEDIDAS CAUTELARES EMITIDAS EN UN JUICIO DE RESPONSABILIDAD PROMOVIDO 

CONFORME A LOS ARTÍCULOS 161 Y 162 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES 

MERCANTILES. 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO  

DEFENSORES DEL INSTITUTO VERACRUZANO DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA (INVEDEP). TIENEN 

EL CARÁCTER DE TRABAJADORES DE CONFIANZA Y, POR ELLO, CARECEN DEL DERECHO A 

LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. 

ACTO RECLAMADO. SU CONSTITUCIONALIDAD O LEGALIDAD SE ANALIZA AL TENOR DE SU 

CONTENIDO Y DE LO PLANTEADO EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y NO CON EL 

RECONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL INFORME 

JUSTIFICADO. 

RECURSO DE REVISIÓN PRESENTADO POR VÍA ELECTRÓNICA EN EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO. DEBE TENERSE POR NO INTERPUESTO EL PROMOVIDO POR EL AUTORIZADO EN 

TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE AMPARO, SI EL QUEJOSO NO LO 

AUTORIZÓ PREVIA Y EXPRESAMENTE PARA ESE EFECTO. 

SUSPENSIÓN DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE OTORGARSE A LOS EMPLEADOS 

DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL QUE RESULTARON POSITIVOS AL VIRUS SARS-

CoV2, AUN CUANDO DICHA HIPÓTESIS NO SE ENCUENTRE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 126 

DE LA LEY DE LA MATERIA. 

RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN FORMATO DE LECTURA FÁCIL. LA OMISIÓN DE 

REDACTARLA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS DE TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA, DE DEBIDO PROCESO, DE ACCESO A LA INFORMACIÓN, A LA IGUALDAD Y DE 

NO DISCRIMINACIÓN, DADA LA CONDICIÓN DE UNA PERSONA CON DISCAPACIDAD. 

 
1 Los Semanarios se publicaron los 12, 19 y 26 de febrero de 2021. 
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CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN FORMATO DE LECTURA FÁCIL EN EL JUICIO DE 

AMPARO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE, DADA LA CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD 

DE UNA PERSONA. 

FORMATO DE LECTURA FÁCIL. PARA GARANTIZAR EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A 

LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, LA 

AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE REDACTAR UNA RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN 

DICHO FORMATO. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022666  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de febrero de 2021 10:14 h  

Materia(s): Administrativa  

Tesis: I.4o.A.211A (10a.)  

 

FACULTADES DEL INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A 
LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES (INAI). LAS 
EJERCIDAS AL IMPONER SANCIONES ECONÓMICAS, DERIVADO DE LA 
DENUNCIA PRESENTADA POR UN PARTICULAR, SON REGLADAS Y NO 
DISCRECIONALES. 
 

Hechos: El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales (INAI) recibió la denuncia de un particular contra una empresa 
de telefonía, derivado de la recepción de diversas llamadas y mensajes de texto 
realizados por un despacho de cobranza, por un adeudo existente con diversa 
persona moral. Posteriormente, el Pleno de ese órgano impuso a la compañía 
denunciada diversas sanciones económicas, al estimar que cometió las infracciones 
previstas en el artículo 63, fracciones IV, VIII, IX y XIII, de la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares, por incumplir los preceptos 6, 
7, 8, 12, 13 y 21 del mismo ordenamiento, al haber divulgado los datos personales 
del titular a terceros, en detrimento de sus intereses y privacidad, incumpliendo 
además con el deber de confidencialidad; determinación contra la cual aquélla 
promovió juicio contencioso administrativo, en el que se resolvió declarar la nulidad 
de la resolución impugnada, para el efecto de que se emita una nueva, en la que se 
motive debidamente la gravedad de las infracciones. Inconforme con esa sentencia, 
la empresa promovió juicio de amparo, en el que argumenta que la nulidad 
declarada no debió ser para efectos, al provenir la resolución impugnada de las 
facultades discrecionales de la autoridad administrativa. 
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Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las facultades 
ejercidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, al sancionar económicamente a una empresa 
telefónica, derivado de la denuncia presentada por un particular en los términos 
descritos, son regladas y no discrecionales. 
 
Justificación: Lo anterior, porque se está en presencia de una facultad reglada, al dar 
inicio a un procedimiento a instancia de parte, regulado en la ley de la materia, que 
debe culminar con el dictado de una resolución, y en el que para la motivación de la 
sanción, deben tomarse en cuenta determinados presupuestos normativos. Esto es, 
el procedimiento que prepara o enmarca el dictado de una sanción no implica, per 
se, el ejercicio de facultades discrecionales, ya que es previo y preparatorio para 
ejercer el arbitrio sancionador. En consecuencia, el procedimiento en sus distintas 
fases, que culmina con una resolución en donde se valoran aspectos para 
individualizar la sanción, constituye un aspecto reglado, por lo que las violaciones 
durante él cometidas, son aquellas a que se refieren las fracciones II y III del artículo 
51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y la ilegalidad en 
que pueda incurrirse conlleva una nulidad para efectos, sin involucrar aún temas de 
fondo, los que se actualizan con el dictado de la sanción propiamente dicha. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 256/2020. Radiomóvil Dipsa, S.A. de C.V. 17 de noviembre de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio 
Pérez Meza. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022717 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de febrero de 2021 10:21 h  

Materia(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T.296L (10a.) 

 

DEFENSORES DEL INSTITUTO VERACRUZANO DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA 
(INVEDEP). TIENEN EL CARÁCTER DE TRABAJADORES DE CONFIANZA Y, 
POR ELLO, CARECEN DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que la naturaleza de confianza 
de un trabajador al servicio del Estado está sujeta a la naturaleza de las atribuciones 
desarrolladas por éste. Partiendo de esa premisa, los defensores públicos adscritos 
al Instituto Veracruzano de la Defensoría Pública (INVEDEP) tienen ese carácter, en 
razón de que las funciones que desempeñan consisten, esencialmente, en: a) asumir 
y ejercer la defensa del imputado, acusado o sentenciado, o de adolescentes a los 
que se les atribuya un delito; b) el patrocinio en los asuntos de orden civil y mercantil; 
c) denunciar, en su caso, las violaciones a los derechos humanos; y, d) procurar la 
justicia restaurativa y los mecanismos alternativos en la solución de controversias, 
todo ello en términos de los artículos 9 y 15 de la Ley Número 822 de Defensoría 
Pública del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y estas funciones 
necesariamente involucran el manejo de datos de estricta confidencialidad, además 
de que requieren imprescindiblemente de autorización legal para ejercer la 
profesión de licenciado en derecho o abogado. En consecuencia, los 
referidos servidores públicos carecen del derecho a la estabilidad en el empleo, pues 
las funciones que desarrollan son de gran responsabilidad y, por ello, su remoción 
libre se justifica en la medida en que constituye la más elemental facultad del patrón 
para elegir al equipo de trabajo en el cual se apoya directamente a fin de garantizar 
la mayor eficacia y eficiencia del servicio público que tiene encomendado; sin que 
sea obstáculo el que formen parte del servicio público de carrera en la 
administración pública centralizada, dado que éste tiene por objeto garantizar la 
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honorabilidad y profesionalización de los servidores públicos, pero no la estabilidad 
laboral. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 674/2019. 2 de julio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Alberto González Álvarez. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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 INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022709 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de febrero de 2021, 10:21 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: I.11.o.C.49K (10a) 

 

ACTO RECLAMADO. SU CONSTITUCIONALIDAD O LEGALIDAD SE ANALIZA 
AL TENOR DE SU CONTENIDO Y DE LO PLANTEADO EN LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN Y NO CON EL RECONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA POR LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL INFORME JUSTIFICADO. 
 

La expresión de la autoridad responsable contenida en el informe justificado, en el 
sentido de que es cierto el acto reclamado, no implica confesión alguna en el sentido 
de que tal acto es inconstitucional; máxime que su legalidad es materia de análisis 
por el juzgador de amparo al tenor del contenido del propio acto frente a los 
conceptos de violación que se hagan valer. Además, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 117, quinto párrafo, de la Ley de Amparo, en el informe justificado la 
autoridad responsable deberá señalar: 1. Las causales de improcedencia y 
sobreseimiento del juicio; 2. Las razones y fundamentos legales que se estimen 
pertinentes para sostener la constitucionalidad del acto reclamado; y 3. Acompañar 
copias certificadas que sean necesarias para apoyar su informe. Por tanto, no es 
el informe justificado el documento en el cual se examina la constitucionalidad del 
acto reclamado, sino que ello se lleva a cabo con el examen de éste, al tenor de lo 
planteado en los conceptos de violación. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 364/2019. Alicia Barbosa Velasco. 20 de febrero de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Miriam Aidé 
García González. 
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Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2022729 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 19 de febrero de 2021, 10:21 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XVI.2o.P.1K (10a.) 

 

RECURSO DE REVISIÓN PRESENTADO POR VÍA ELECTRÓNICA EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. DEBE TENERSE POR NO INTERPUESTO EL 
PROMOVIDO POR EL AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 
12 DE LA LEY DE AMPARO, SI EL QUEJOSO NO LO AUTORIZÓ PREVIA Y 
EXPRESAMENTE PARA ESE EFECTO. 
 

Conforme a los avances tecnológicos y a la globalización judicial, el Poder Judicial de 
la Federación ha implementado la vía electrónica para instar y realizar actos 
procesales en el juicio de amparo, lo que ha implicado la instauración de un 
mecanismo novedoso, de vanguardia, propicio para la movilidad judicial cuando no 
es posible realizar la gestión a través de promociones materiales o notificaciones 
físicas, como en el caso de la pandemia que afecta al mundo; sin embargo, esta 
forma de interacción jurisdiccional, aun cuando práctica, no debe soslayar el 
cumplimiento de las formalidades respectivas, so pena de quebrantar los principios 
de seguridad y certeza jurídica que consagran los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, el solo registro de una 
persona en el Portal de Servicios en Línea del Poder Judicial de la Federación no 
genera, en forma automática, permiso para la consulta en los expedientes 
electrónicos en los que tenga interés, ni la autorización para que se le practiquen 
notificaciones de esa forma, tampoco el que pueda interponer recursos o realizar 
otras promociones dentro de un juicio de amparo, aun cuando se trate del 
autorizado de alguna parte, pues ello depende de que: 1) Las partes en los juicios de 
amparo realicen la autorización respectiva de esa persona en términos amplios del 
artículo 12 de la Ley de Amparo; 2) La persona tenga firma electrónica emitida o 
reconocida por el Poder Judicial de la Federación y que se encuentre vigente; 3) La 
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parte procesal expresamente exponga al órgano judicial que conozca del juicio de 
amparo o recurso respectivo que se otorga permiso al autorizado para actuar vía 
electrónica; y, 4) Sea acordado favorablemente por el órgano judicial en el que se 
tramite el asunto; ello, de conformidad con los artículos 64, 66, 67, 77, 78, 79, 80 y 
83, ubicados en el derogado título cuarto del Acuerdo General Conjunto 1/2015, de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que 
regula los servicios tecnológicos relativos a la tramitación electrónica del juicio de 
amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal en los Centros 
de Justicia Penal Federal. En consecuencia, si el recurso de revisión lo hace valer vía 
electrónica el autorizado en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo, 
sin que previamente se le hubiera facultado para actuar de esa forma, ni el órgano 
jurisdiccional lo hubiera autorizado, el recurso debe tenerse por no interpuesto. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 31/2020. Gustavo Daniel González de Silva. 9 de junio de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Garduño Pasten. Secretaria: María 
Guadalupe Paredes Gasca. 
Nota: El Acuerdo General Conjunto 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos 
relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones 
oficiales y los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal 
citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1393, con número de 
registro digital: 2794. 

 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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INICIO 

 

Época: Décima Época  

Registro: 20227051 

Instancia: Plenos de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de febrero de 2021 10:14 h  

Materia(s): (Común, Civil)  

Tesis: PC.III.C.J/54C 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. NO PROCEDE OTORGARLA 
RESPECTO DE MEDIDAS CAUTELARES EMITIDAS EN UN JUICIO DE 
RESPONSABILIDAD PROMOVIDO CONFORME A LOS ARTÍCULOS 161 Y 162 
DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES. 
 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes conocieron de diversos 
recursos de queja y sostuvieron criterios distintos sobre si es procedente otorgar la 
suspensión provisional en contra de las medidas cautelares concedidas en un juicio 
de responsabilidad promovido conforme a los artículos 161 y 162 de la Ley General 
de Sociedades Mercantiles, en las que se prohibió a los administradores destituidos 
por la asamblea general de accionistas desempeñar cualquier cargo en las 
sociedades mercantiles actoras en el procedimiento natural. 
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito establece que no 
procede otorgar la suspensión provisional cuando el acto reclamado es una medida 
cautelar que impide la restitución en el cargo de administradores removidos por la 
asamblea general de accionistas, porque se les fincó responsabilidad en términos de 
lo previsto en el artículo 161 del ordenamiento aludido, puesto que ello se traduce 
en un perjuicio al interés social y contraviene normas de orden público, aunado a 
que se constituiría un derecho en favor de los quejosos del que carecían al momento 
de la presentación de la demanda de amparo. 
 
Justificación: Lo anterior, porque acorde con lo establecido en el artículo 162 de la 
ley referida, los administradores removidos por causa de responsabilidad cesan en 
su encargo de forma inmediata, y no pueden ser reinstalados hasta que se 
demuestre la improcedencia de la acción en el juicio natural, lo que tiene como 
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objetivo primordial que se interrumpa su gestión para no poner en riesgo el sano 
funcionamiento de la sociedad y, por ende, su subsistencia, habida cuenta que la 
gestión prolongada de aquella administración, lógicamente, incrementaría los 
perjuicios producidos al patrimonio social. Además, también tiene como finalidad 
evitar que mediante su intervención continuada en los negocios sociales, los 
administradores destituidos dificulten la demostración de los hechos que motivaron 
la acción de responsabilidad iniciada, a efecto de obtener una condena resarcitoria 
del patrimonio social. Disposiciones que son de orden público y de interés social, ya 
que es un hecho notorio que el sano funcionamiento de las empresas y su 
conservación tienen un impacto en el progreso económico y social, en la medida en 
que generan empleos y producen bienes y servicios. Adicionalmente, de concederse, 
se estaría otorgando un derecho a los quejosos, en transgresión del segundo párrafo 
del artículo 131 de la Ley de Amparo, pues se traduciría en su reintegración, cuando 
ya fueron destituidos sin posibilidad legal de ser restituidos hasta que demuestren 
ante la autoridad judicial la improcedencia de la acción; lo cual en todo caso, es 
propio de la resolución de fondo del juicio de responsabilidad, y no del auto que 
resuelve sobre la suspensión provisional. Por tanto, a efecto de salvaguardar el 
interés social, al no reunirse el requisito previsto en el artículo 128, fracción II, de la 
Ley de Amparo, y para no imprimir efectos constitutivos de derechos a la medida, es 
improcedente conceder la suspensión provisional.  
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2020. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 1 de diciembre de 
2020. Mayoría de cinco votos de los Magistrados Martha Leticia Muro Arellano, 
Martín Ángel Gamboa Banda, Alma Rosa Díaz Mora, Susana Teresa Sánchez González 
y Pedro Ciprés Salinas. Ponente: Alma Rosa Díaz Mora. Disidente: Alberto Miguel 
Ruiz Matías, quien formuló voto particular. Voto concurrente de Pedro Ciprés 
Salinas. Secretario: Víctor Hugo Márquez Ortega. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver la queja 36/2020, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver las quejas 59/2020 y 60/2020. 
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Ejecutorias 
Contradicción de tesis 2/2020. 
Votos 
43787 
43788 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 15 de febrero de 2021, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 

 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=29640&Clase=DetalleTesisEjecutorias
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=43787&Clase=VotosDetalleBL
https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=43788&Clase=VotosDetalleBL
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SUSPENSIÓN DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBE OTORGARSE A LOS 
EMPLEADOS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL QUE 
RESULTARON POSITIVOS AL VIRUS SARS-CoV2, AUN CUANDO DICHA 
HIPÓTESIS NO SE ENCUENTRE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 126 DE LA LEY 
DE LA MATERIA. 
 

De conformidad con el "Acuerdo por el que se establecen las medidas preventivas que se 

deberán implementar para la mitigación y control de los riesgos para la salud que implica 

la enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19)" y el "Acuerdo por el que se establecen 

acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-

CoV2", publicados en el Diario Oficial de la Federación el 24 y el 31 de marzo de 2020, 

respectivamente aun cuando los empleados del Instituto Mexicano del Seguro Social no se 

ubiquen en alguno de los grupos de vulnerabilidad ahí especificados, debe otorgárseles la 

suspensión de plano cuando hayan resultado positivos al virus SARS-CoV2, para el efecto 

de que previo a reincorporarse a sus laborares, se les realicen las pruebas necesarias que 

determinen si continúan siendo positivos al virus, esto es, certificar por perito médico si han 

recuperado su salud y si son aptos para regresar a desempeñar sus funciones al centro de 

trabajo, de lo contrario, se les autorizará no presentarse a laborar o ausentarse de sus 

actividades, sin responsabilidad alguna y con goce de sueldo íntegro y demás prestaciones 

a las que tengan derecho derivadas de su relación laboral, hasta en tanto se resuelva en 

forma ejecutoriada sobre el juicio de amparo. De no proceder de esta manera, el riesgo se 

potencializaría, tomando en cuenta que laboran en un hospital donde atienden pacientes 

sospechosos y confirmados de haber contraído la enfermedad provocada por el virus 

referido; desde esa óptica, no solamente su salud podría estar en riesgo, sino también la de 

sus compañeros de trabajo y la de los pacientes del propio centro hospitalario, por lo que 

deben tomarse las medidas pertinentes, adecuadas, eficaces y eficientes para 

salvaguardar su derecho fundamental de protección de la salud, entendida como el 

disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social, entre otras libertades y 

derechos, por ser precisamente una garantía fundamental e indispensable para el ejercicio 

de los demás derechos humanos; lo anterior, con independencia de que no se trate de los 
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supuestos taxativamente precisados en el artículo 126 de la Ley de Amparo, pues dicho 

precepto no debe entenderse de forma limitativa, sino enunciativa; esto es, que las 

hipótesis que pueden presentarse para el otorgamiento de la suspensión de plano, no son 

únicamente las establecidas en la citada norma, sino también en otras, como lo es cuando 

se trata del derecho a la salud, relacionando para ello el artículo 22 con el diverso 4o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de evitar algún eventual riesgo 

que pudiera significar un daño o deterioro irreparable al derecho fundamental tutelado. En 

la inteligencia de que con tal medida no sólo se privilegia la salud de la quejosa, lo cual 

acontece directamente, sino que en paralelo y en modo indirecto, también tiene impacto 

positivo en el control y mitigación de la pandemia correspondiente, como un problema de 

salud pública que aqueja a la humanidad en su conjunto. 

 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Queja 62/2020. 13 de agosto de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. 

Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus. 

 

Queja 67/2020. 20 de agosto de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto 

González Álvarez. Secretario: José Vega Luna. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN FORMATO DE LECTURA FÁCIL. LA 
OMISIÓN DE REDACTARLA CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LOS DERECHOS 
DE TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DE DEBIDO PROCESO, DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN, A LA IGUALDAD Y DE NO DISCRIMINACIÓN, DADA LA 
CONDICIÓN DE UNA PERSONA CON DISCAPACIDAD. 
 

En los juicios en que sean parte personas con discapacidad, la autoridad debe realizar los 

ajustes necesarios o razonables para facilitarles la información y las consecuencias jurídicas, 

en un lenguaje sencillo y mediante formatos accesibles, para que así puedan expresar lo 

que a su derecho convenga, de modo que se vea plenamente colmado su derecho de 

audiencia, que tiene como finalidad el igual reconocimiento como personas ante la ley y 

el acceso a la justicia de las personas con discapacidad a que se refieren los artículos 1, 2, 

4, 5, 13 y 21 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En 

consecuencia, la autoridad deberá redactar la resolución complementaria bajo un 

formato de lectura fácil, ya que no cumplir con esta obligación constituye una violación a 

los derechos de tutela judicial efectiva, al debido proceso y de acceso a la información, a 

la igualdad de condiciones y de no discriminación de las personas con discapacidad. 

 

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 164/2020. 3 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio 

Aguilera Troncoso. Secretario: Mariano Escobedo Flores. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN FORMATO DE LECTURA FÁCIL EN EL 
JUICIO DE AMPARO. DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE, DADA LA 
CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD DE UNA PERSONA. 
 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha expresado en diversos precedentes que, en 

el modelo social de discapacidad, la prioridad es la dignidad de las personas. Así, el 

juzgador de amparo debe posibilitar su participación en cualquier proceso judicial en el 

que se vea involucrada una persona con discapacidad y debe considerarse parte esencial 

del mismo, pues tiene como fundamento el igual reconocimiento como persona ante la ley 

y el acceso a la justicia de las personas con discapacidad a que se refieren los artículos 1, 

2, 4, 5, 13 y 21 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En 

este sentido, es obligación de la autoridad jurisdiccional dictar una resolución 

complementaria en formato de lectura fácil para cumplir con el derecho humano de 

acceso a la justicia en condiciones de igualdad, y facilitar que aquélla ejerza sus derechos 

de libertad de expresión e información; asimismo, deberá garantizar que tenga 

conocimiento de la sentencia; por tanto, con fundamento en los artículos 26, fracción I, 

inciso k) y 27, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, debe ordenar la notificación 

personal al interesado y, de no ser posible, a su tutor, para que le pueda apoyar en el 

proceso de comunicación y comprensión. 

 

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 164/2020. 3 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio 

Aguilera Troncoso. Secretario: Mariano Escobedo Flores. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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FORMATO DE LECTURA FÁCIL. PARA GARANTIZAR EL DERECHO HUMANO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD, LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DEBE 
REDACTAR UNA RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA EN DICHO FORMATO. 
 

En la tesis aislada 1a. CCCXXXIX/2013 (10a.), de título y subtítulo: "SENTENCIA CON FORMATO 

DE LECTURA FÁCIL. EL JUEZ QUE CONOZCA DE UN ASUNTO SOBRE UNA PERSONA CON 

DISCAPACIDAD INTELECTUAL, DEBERÁ DICTAR UNA RESOLUCIÓN COMPLEMENTARIA BAJO 

DICHO FORMATO.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció 

que cuando un juzgador conozca de un asunto en el cual la resolución verse sobre una 

persona con alguna diversidad funcional intelectual, deberá redactarla bajo un "formato 

de lectura fácil"; para ello, es recomendable emplear una tipografía clara, con un tamaño 

accesible y que los párrafos sean cortos y sin justificar, a efecto de que el seguimiento de la 

lectura sea más sencillo y estará determinado por la discapacidad concreta. Lo anterior 

permite garantizar el derecho humano de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, 

ya que implica la obligación de las autoridades de administrar justicia, de proporcionar 

todas las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad intelectual puedan 

ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, incluida la de recabar, recibir y 

facilitar información e ideas, conforme al modelo social contenido en la Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

 

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 164/2020. 3 de septiembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Tarsicio 

Aguilera Troncoso. Secretario: Mariano Escobedo Flores. 

 

Nota: La tesis aislada 1a. CCCXXXIX/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación del viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre 

de 2013, página 536, con número de registro digital: 2005141. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 


